
 Publicación      

 Soporte      

 Circulación      

 Difusión

 Audiencia

 El Economista  General, 1

 Prensa Escrita

 14 332

 9761

 62 460

 Fecha

 País

 V. Comunicación

 Tamaño

 V.Publicitario

 13/10/2020

 España

 24 830 EUR (29,310 USD)

 19,71 cm² (3,2%)

 1572 EUR (1856 USD) 

El control de las acciones forma-
tivas ha provocado que el 20% 
de las cuotas que cada año apor-
tan las empresas quede sin cubrir, 
lo que deja un remanente de 
2.500 millones. PÁG. 25 

Todos los años un 
20% de la cuota 
de formación  
se queda sin usar
Deja un remanente sin 
gastar de 2.500 millones 



 Publicación      

 Soporte      

 Circulación      

 Difusión

 Audiencia

 El Economista  General, 25

 Prensa Escrita

 14 332

 9761

 62 460

 Fecha

 País

 V. Comunicación

 Tamaño

 V.Publicitario

 13/10/2020

 España

 24 830 EUR (29,310 USD)

 466,96 cm² (74,9%)

 8360 EUR (9869 USD) 

Juan Ferrari MADRID.  

Los agentes sociales, tanto empre-
sarios como sindicatos, llevan un 
par de años reclamando la reforma 
de la Ley 30/2015 por la que se regu-
la el Sistema de Formación Profe-
sional para el empleo en el ámbito 
laboral por su excesiva rigidez. La 
exigencia de someter a control pos-
terior las acciones formativas está 
provocando que el 20% de las cuo-
tas que cada año aportan las empre-
sas para formación queden sin 
cubrir, según señala a eE Sebastián 
Pacheco, secretario de Formación 
de UGT.  

Cada ejercicio, las empresas apor-
tan con sus cuotas alrededor de 
2.500 millones de euros –varía anual-
mente, pues depende del número 
de afiliados a la Seguridad Social–, 
de los que más o menos quedan si 
utilizar unos 500 millones. Puesto 
que la ley establece que estos fon-
dos solo puedan ser empleados para 
la formación de los empleados, el 
remanente sube a unos 2.500 millo-
nes de euros sin gastar, según denun-
cia Pacheco. 

Año y medio o dos años 
En opinión del miembro del Comi-
té Ejecutivo del sindicato, la exigen-
cia de que el 40% de las subvencio-
nes que reciben las empresas o los 
centros formativos quede en sus-
penso para ulteriores comproba-
ciones está en el fondo de que se 
queden recursos sin utilizar.  

La ley 30/2015, aprobada por el 
Partido Popular, establece que se 
“podrán” hacer entregas de fondos 
con carácter previo de la actividad 
formativa con un máximo del 25% 
del importe de la subvención con-
cedida. También “podrá” preverse 
el pago de hasta un 35% adicional 
una vez acreditado el inicio de la 
actividad formativa.  

Pero, establece que “como míni-
mo” el 40% del importe concedido 
se hará efectivo una vez finalizado 
y “justificado” la actividad forma-
tiva subvencionada. Lo que puede 
significar demoras de año y medio 
e incluso dos años. “Muchas empre-
sas o centros formativos no pueden 
asumir semejante coste financie-
ro”, lo que redunda en un menor 
uso de los fondos destinados a for-
mación, dice Pacheco. Según el sin-
dicalista, la primera convocatoria 
después de la entrada de la ley, la 
correspondiente a 2016, fue un 
desastre por la escasa afluencia de 
peticiones. 

Pedro Sánchez, durante la presentación en julio del Plan de Modernización de la Formación Profesional. EUROPA PRESS

1.500 millones para modernizar 
la Formación Profesional

taron un informe conjunto los sin-
dicatos con las patronales. 

Igualmente, el Ministerio de Edu-
cación se ha comprometido a pre-
sentar modificaciones de la Ley de 
Formación Profesional. Todo ello 
se enmarca en el objetivo del Eje-
cutivo de Sánchez de impulsar la 
Formación Profesional, según anun-
ció este verano el presidente en una 
acto lleno de simbolismo en La Mon-
cloa donde presentó el Plan de 
Modernización de la FP que está 
dotado con 1.500 millones de euros. 

Tiempo y metodología 
Aunque ni el Ministerio de Educa-
ción ni el de Trabajo han adelanta-
do las líneas de la reforma de la ley 
30/2015 a los agentes sociales, más 
allá de una mayor flexibilidad a la 
hora de recibir los fondos de las sub-
venciones, también abordará cues-
tiones como el tiempo de la forma-
ción, la situación de muchos traba-
jadores que tienen varios trabajos 
precarios que no le abren las puer-
tas al reciclaje o la metodología de 
la teleformación, antes más denos-
tada, pero que cobra vigencia con 
el teletrabajo. 

La formación profesional para el 
empleo se financia por cuatro vías: 
la principal proviene de las cuotas 

de formación profesional,  un 0,7% 
en contingencias comunes –0,6% 
aportado por la empresa y 0,1% por 
el trabajadores–; aportación del 
Estado, aportación de las comuni-
dades autónomas y del Fondo Social 
Europeo (FSE). Según datos de 2016, 
el 86% de la financiación provino 
de las cuotas, el 8% de los Presu-
puestos Generales del Estado y un 
5% del FSE. 

Según los datos recogidos en la 
web de la Fundae (heredera del For-
cem), responsable de gestionar los 
fondos para formación, el presu-
puesto de 2019, con el que se ges-
tiona la formación de este año, es 
de 2.414 millones de euros, 2.100 
millones procedentes de cuotas y 
312 de aportaciones del Estado. Es 
la prórroga del 2018. En 2017, fue 
algo inferior, 2.405 millones de euros.

Ante esta situación, el Gobierno 
se ha comprometido a modificar la 
ley 30/2015 para reducir la buro-
cracia y dotarla de mayor atractivo 
y flexibilidad. Y lo ha hecho por par-
tida doble, con los compromisos del 
Ministerio de Educación y del 
Ministerio de Trabajo, pues  con el 
nuevo Gobierno, el primero ha 
adquirido competencias en la for-
mación para el empleo en todo lo 
referente a la cualificación, dejan-
do para el ministerio de Yolanda 
Díaz la parte referida a los certifi-
cados profesionales. 

Pacheco resalta que están espe-
rando el borrador de la futuro ley 
para empezar a negociar las nue-
vas reglas que han de regir las sub-
venciones para la formación de los 
ocupados. Parte del trabajo ya está 
hecho, pues hace dos años presen-

El 22 de julio, el presidente del 

Gobierno, Pedro Sánchez, pre-

sentó en La Moncloa el Plan de 

Modernización de la Formación 

Profesional dotado con 1.500 mi-

llones de euros en cuatro años. 

Su objetivo es acreditar hasta 

2023 las competencias del 40% 

de la población activa menor de 

55 años que carece de titulación, 

unos 3.350.000 trabajadores. 

Así como planes de acreditación 

de competencias por sectores y 

empresas con la colaboración de   

sindicatos y empresarios. Sebas-

tián Pacheco, responsable de 

Formación de UGT, aclara que 

ese 40% está cualificado para 

desempeñar su labor, pero el 

problema es que carece de un 

certificado que lo acredite. Ac-

tualmente, en la mesa de nego-

ciación abierta con el Ministerio 

de Educación se está negociando 

dicho plan, entre otras cosas, la 

necesidad de establecer un sis-

tema homogéneo en todas las 

comunidades autónomas. El pre-

supuesto para las certificaciones 

se lo repartirán un 47% el Minis-

terio de Educación y el 53% res-

tante el de Trabajo.

El presupuesto  
de 2019 fija en 2.414 
millones los fondos 
de formación 
para el empleo

Cada año queda sin usar el 20% de 
las cuotas de formación empresarial
El Gobierno abordará las próximas semanas 
la reforma de la ley 30/2015 para flexibilizarla

Fuentes sindicales resaltan que actualmente  
hay un remanente de 2.500 millones de euros


